




Combatir la Corrupción,
una Prioridad
Auditoría Superior del Estado de Sinaloa

Un gobierno corrupto deforma las 
instituciones públicas.  Para ello, se 
necesita sanear la vida  pública y 
sancionar los actos de corrupción que 
cometan los servidores públicos con el 
propósito de sentar un precedente  e 
impida conductas delictivas  y 
transgresiones a  la Ley.  

La sociedad hoy atraviesa por la peor 
crisis moral de su historia.  Existe una 
descomposición social que afecta 
seriamente todos los ámbitos de la vida 
política,  económica y cultural. 

Sin embargo,  parece que por más 
lecturas que nos da la realidad, no se ha 
entendido el mensaje.  

Nada puede haber más importante 
ahora, para la gobernabilidad, que contar  
con una institución como la Auditoría 
Superior del Estado (ASE), capaz de 
inhibir  y sancionar las desviaciones de los 
servidores públicos.  Viene siendo un 
contrapeso frente a los abusos, pues se 
requiere controlar y poner límites al uso 
del poder político.  El ejercicio legítimo 
debe estar sujeto al control de aquellos 
sobre los que se ejerce dicho poder.

Hasta el día de hoy hemos sido 
incapaces como sociedad y gobierno de 
asumir este asunto como una prioridad.  
Se necesita desarticular ese flagelo que, 
como un  cáncer,  corroe  las entrañas del 
Estado.  Incluso  se ha llegado al grado 
que mucha gente piensa que la corrupción 
está en el ADN de  los servidores públicos.  
Por ello, el reto que enfrenta la Auditoría 
Superior del Estado (ASE) es inmenso.  

 La corrupción  no se puede ignorar y 
eludir.  Afortunadamente se cuenta con el 

más grande potencial que puede tener 
una institución pública: personal 
profesional calificado y comprometido 
para brindar una respuesta activa y 
efectiva que satisfaga los intereses de la 
institución y la sociedad.

Las críticas de la opinión pública por 
la corrupción es ya manifiesta en varias 
entidades del país, de ahí que no se debe 
dejar crecer esa desconfianza que tiene 
el ciudadano del funcionario público, 
pues daña la vida institucional del   
Estado.

Esta desconfianza no es algo 
abstracto, tiene un impacto real y 
tangible,  ya que no es una cuestión de 
percepción sino que tiene bases firmes y 
sólidas, producto de la realidad.  Por ese 
motivo la inclusión de valores a nuestra 
cultura política, relativos a la rendición de 
cuentas y la transparencia, debe ser una 
prioridad para enfrentar la actual crisis de 
credibilidad de las instituciones públicas.

En la Auditoría Superior del Estado 
(ASE) el gran reto siempre ha sido y será  
fortalecer la institución con servidores 
públicos que la ciudadanía les tenga 
confianza con el propósito de brindarle 
respuestas efectivas a sus demandas de 
combate a la corrupción.  Se requiere, 
por consiguiente, diseñar políticas 
públicas encaminadas a moralizar la 
función pública, cuya corrupción afecta 
los ingresos del Estado y la hacienda 
pública se ve notablemente disminuida, e 
impide que nuestros gobernantes 
cuenten con los recursos suficientes para 
cumplir las demandas y compromisos 
contraídos con la ciudadanía. 

La corrupción es la 
puerta de entrada a la 
vida pública de 
conductas delictivas 
de todo tipo.  Afecta 
la legitimidad del 
Estado y  la 
credibilidad de la 
ciudadanía en sus 
autoridades.  
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Disciplina financiera de las entidades 
federativas y los municipios

El pasado 26 de mayo de 2015, se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación el Decreto mediante el cual se 
reformaron y adicionaron diversas disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 
materia de disciplina financiera de las entidades federativas y 
los municipios.

En esta reforma se establece que es obligación del Estado 
velar por la estabilidad de las finanzas públicas y del sistema 
financiero a fin de fortalecer el crecimiento económico y el 
empleo a nivel nacional, estatal y municipal. 

Derivado de lo anterior se le otorga al Congreso de la Unión 
las facultades en materia de deuda pública para:

• Dar las bases para poder celebrar empréstitos y 
otorgar garantías sobre el crédito de la Nación , tal es el 
caso que no podrá celebrarse ningún empréstito que 
no sea para la ejecución de obras que directamente 
produzcan un incremento en los ingresos públicos, y de 
igual forma buscar las mejores condiciones de 
mercado para operaciones de refinanciamiento o 
reestructura de deuda o de aquellos empréstitos que se 
realicen con propósitos de regulación monetaria, así 
como los que se contraten durante alguna emergencia 
declarada por el Presidente de la República.
• Aprobar anualmente los montos de endeudamiento 
que deberán incluirse en la Ley de Ingresos, de los 
cuales el Gobierno Federal informará anualmente al 
Congreso sobre el ejercicio de dicha deuda.
• Establecer en las leyes las bases generales, para que 
los Estados, el Distrito Federal y los Municipios puedan 
incurrir en endeudamiento; las modalidades y 
condiciones de deuda pública que deberán contratarse 
mediante licitación pública ; la obligación de inscribir y 
publicar trimestralmente la totalidad de sus empréstitos 
y obligaciones de pago en un registro público único; los 
límites y modalidades bajo los cuales se podrán afectar 
sus respectivas participaciones para cubrir los 
empréstitos y obligaciones de pago que contraigan; 
debiendo incluirse cuando menos los siguientes datos 
de cada empréstito u obligaciones: deudor, acreedor, 
monto, tasa de interés, plazo, tipo de garantía o fuente 
de pago; así como las sanciones aplicables a los 
servidores públicos que no cumplan sus disposiciones. 
Dichos servidores públicos serán responsables por el 
manejo indebido de recursos públicos y la deuda 
pública.

El Congreso de la Unión dará seguimiento al 
endeudamiento de los Estados y Municipios a través 
de la Auditoría Superior de la Federación, la cual 
verificará el destino y aplicación de los recursos en los 
que se hubiera establecido como garantía recursos de 
origen federal, así como Fiscalizar en forma posterior 
los ingresos, egresos y deuda; las garantías que, en 
su caso, otorgue el Gobierno Federal respecto a 
empréstitos de los Estados y Municipios; el manejo, la 
custodia y la aplicación de fondos y recursos de los 
Poderes de la Unión y de los entes públicos federales.
En el caso particular del Estado de México, el Órgano 
Superior realizó una auditoría al conjunto de 
obligaciones del sector público, cuyos resultados 
fueron publicados en la Gaceta del Gobierno el día 24 
de agosto de 2015.
• Expedir leyes en materia de responsabilidad 
hacendaria que tengan por objeto el manejo 
sostenible de las finanzas públicas en la Federación, 
los Estados, Municipios y el Distrito Federal; por lo que 
las legislaturas de las Entidades Federativas 
realizarán las reformas necesarias para armonizar su 
legislación, dentro del plazo de 180 días naturales 
contados a partir de la entrada en vigor de la ley 
reglamentaria en comento.

Los Estados, organismos descentralizados, empresas 
públicas, fideicomisos y los Municipios podrán contraer 
obligaciones o empréstitos cuando se destinen a inversiones 
públicas productivas y a su refinanciamiento o reestructura, las 
cuales, deberán realizarse bajo las mejores condiciones del 
mercado, conforme a las bases que establezcan las 
legislaturas en la ley correspondiente, y en el marco de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En 
ningún caso podrán destinar empréstitos para cubrir gasto 
corriente.

Las legislaturas locales, deberán autorizar los montos 
máximos para, contratar empréstitos y obligaciones, con las 
mejores condiciones del mercado previo análisis de su destino, 
capacidad de pago y, en su caso, el otorgamiento de garantía 
o el establecimiento de la fuente de pago.

Los Estados y Municipios podrán contratar obligaciones 
para cubrir sus necesidades de corto plazo, debiendo 
liquidarse a más tardar tres meses antes del término del 
periodo de gobierno correspondiente y no podrán contratarse 
nuevas obligaciones durante esos últimos tres meses.


